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Resumen: En Centroamérica, un 12% de las mujeres relatan haber sido obligadas alguna vez por una 
pareja íntima de sexo masculino a tener relaciones sexuales; la violencia sexual perpetrada por otras 
personas también es una experiencia frecuente. Todos los países centroamericanos son signatarios de los 
acuerdos de derechos humanos, que obligan a los Estados a garantizar acceso a los servicios integrales de 
salud para las víctimas de violencia sexual, pero existe limitada información en cuanto a si estos acuerdos 
se han traducido en políticas y prácticas. En este artículo se examinan críticamente los lineamientos del 
sector salud para el tratamiento de la violencia sexual en El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua; 
además, se informa sobre un diagnóstico de los servicios en 34 unidades de los sectores público y privado, 
en los cuatro países. En general, las políticas concordaron con los acuerdos internacionales e incluían 
orientación sobre la detección y documentación de actos de violencia, examen forense, tratamiento, 
referencia y cuidados de seguimiento. Sin embargo, solo una pequeña proporción de las mujeres que 
sufren violencia sexual buscan atención. El reto que enfrentan los cuatro países es convertir las políticas 
en práctica. Las prácticas de tamizaje no han sido sistemáticas y las políticas deberían indicar con más 
claridad las funciones y responsabilidades de los profesionales de la salud y especialistas forenses. 
Por último, el derecho de las mujeres a la privacidad y confidencialidad en casos denunciados a las 
autoridades, así como la importancia de ofrecer todos los servicios en un solo lugar, merecen más 
consideración. © 2013 edición en español, 2012 edición en inglés, Reproductive Health Matters.
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La violencia sexual contra las mujeres 
prevalece en el mundo1, lo que incluye 
también a América Central.2-6 La violen-

cia sexual es una violación de los derechos 
humanos7-8 con consecuencias devastadoras, 
tales como: daños físicos, embarazos no de-

seados, enfermedades de transmisión sexual 
(ETS), VIH, depresión y otros problemas psi-
cológicos1. También afecta la participación 
de la víctima en actividades laborales o en 
oportunidades educativas. La violencia se-
xual abarca tanto los actos con penetración 



(relaciones sexuales forzadas o violación) 
como los actos de abuso sexual sin penetra-
ción; es perpetrado tanto por parejas sexuales 
como por terceros 9 * Los cálculos nacionales 
realizados en Guatemala (2008)2, Nicaragua 
(2006) 3 y El Salvador (2008)4 sugieren que 
alrededor del 12% de las mujeres entre 15-49 
años de edad han sido forzadas a tener rela-
ciones por su pareja sexual masculina, y que 
esas mujeres son con frecuencia víctimas de 
violencia sexual perpetrada por otros.2-6 Entre 
los factores de riesgo a nivel macro para la 
violencia sexual en América Central se en-
cuentran las altas tasas de criminalidad y los 
débiles controles sociales, los cuales contri-
buyen a una atmósfera de suma tolerancia al 
comportamiento violento.10 A esta problemá-
tica debe añadirse que cerca de la mitad de la 
población de la región vive en situación de 
pobreza11 lo cual puede exacerbar la vulnera-
bilidad de las mujeres al limitar sus posibili-
dades de poner fin a las relaciones violentas y 
haciéndolas más vulnerables a la coerción se-
xual a cambio de bienes materiales y/o incre-
mentando su nivel de exposición a situacio-
nes de alto riesgo.1,12 Entre otros factores de 
riesgo se incluyen las normas que legitiman 
la violencia contra las mujeres y encubren el 
abuso sexual a menores6. Si bien el derecho 
penal de la región sanciona las agresiones 
sexuales y otros tipos de ataque sexual, 1-5 
la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos sustentó en un documento de 2011 que 
existe una “conducta judicial ineficaz frente 
a los actos de violencia sexual [en América 
Central]... [que] promueve y perpetúa la im-
punidad en la gran mayoría de los casos...”17

   Todos los países centroamericanos han sus-
crito los acuerdos internacionales que definen 
la violencia sexual como una violación de los 
derechos humanos y que obligan a los Esta-
dos miembros a tomar medidas para erradicar 
la violencia sexual y asegurar que todas las 

*	 Los hombres y niños también son víctimas de la violencia 
sexual, aunque ese tema no se ha investigado mucho en 
la región6. Este estudio se concentra en la violencia sexual 
contra mujeres adultas así como en los lineamientos y polí-
ticas de atención que se les brinda, porque ese es el enfoque 
actual de la política nacional e internacional. Existen otras 
leyes y políticas nacionales e internacionales que se ocupan 
del abuso sexual a menores. 

víctimas tengan acceso a los servicios relacio-
nados con la justicia y con la salud en tales 
situaciones.7,8 Los países de la región y de toda 
América Latina han aprobado leyes que refle-
jan estos mandatos sobre violencia de género.6 
Sin embargo, se cuenta con poca información 
que permita determinar si efectivamente estas 
leyes se ven reflejadas en las políticas y prác-
ticas de los establecimientos de salud centroa-
mericanos que brindan servicios a las víctimas 
de violencia sexual. 

El estudio

Este estudio es parte de un proyecto mayor 
coordinado por el Fondo de Población de la 
Naciones Unidas (FPNU) en asociación con 
varias agencias e instituciones de El Salvador, 
Guatemala, Honduras y Nicaragua.18 El obje-
tivo del proyecto es contribuir a “un modelo 
de respuesta coordinada”19 que reconozca la 
necesidad de una colaboración inter-secto-
rial para asegurar el acceso de las víctimas a 
servicios integrales. Las metas de este estudio, 
como parte de dicho proyecto fueron: (1) des-
cribir los lineamientos del sector salud para 
brindar la atención necesaria a las víctimas de 
violencia sexual en los cuatro países y (2) do-
cumentar la disponibilidad de servicios para 
las víctimas en establecimientos de salud se-
leccionados (hospitales y centros de salud) con 
relación al modelo de atención integral de la 
salud desarrollado por FPNU e Ipas.20 El mo-
delo de FPNU/Ipas incorpora recomendacio-
nes de la Organización Mundial de la Salud 
(OMS)21 y de la Organización Panamericana de 
la Salud (OPS)22 y define la atención integral 
como cuidados concentrados en la víctima, 
que incluyen la detección y documentación 
de la violencia y sus secuelas para la salud, 
exámenes forenses, tratamiento médico, in-
cluyendo servicios profilácticos, derivación a 
servicios legales, mentales y otros servicios de 
salud, y atención post-hospitalaria . El modelo 
se basa en una reseña de las mejores prácticas 
a partir de la literatura y de las experiencias 
de varias organizaciones que trabajaron en 
América Latina en los años 2005-2006 inclu-
yendo a la OPS, la Fundación Internacional de 
Planificación Familiar (IPPF), Ipas en Bolivia, 
Brazil, México y Nicaragua; la Comissão de Ci-
dadania e Reprodução de Brazil, Católicas por 

128

H Luz et al / Temas de Salud Reproductiva 2013;(7):127-138



el Derecho a Decidir y el Grupo de Información 
en Reproducción Elegida (GIRE) en México.18

Métodos

Se utilizaron las páginas de internet de los Mi-
nisterios de Salud, y contactos con las insti-
tuciones gubernamentales para identificar las 
políticas relevantes. Para cada directriz, resu-
mimos contenido relacionado a la detección 
de la violencia y su documentación; examen 
forense; tratamiento médico, derivación y se-
guimiento.
   Los representantes del UNFPA en cada país 
determinaron cuáles serían los establecimien-
tos que se incluirían en el estudio, utilizan-
do una muestra de conveniencia. Se eligieron 
cuarenta hospitales y centros de salud que 
brindaban atención a víctimas de violencia 
sexual. Se priorizó la inclusión de estableci-
mientos situados en zonas donde el riesgo de 
violencia sexual era elevado, y para ello se 
empleó la información disponible localmente. 
  Se entregó una descripción del estudio y co-
pias de los instrumentos de recopilación de 
datos a los administradores de los estableci-
mientos seleccionados y se les informó que 
no se recabaría información que permitiera 
establecer la identidad del personal o de las 
historias clínicas. Todos los administradores 
de los establecimientos aceptaron participar 
y fueron ellos quienes comunicaron al perso-
nal que brindaba los servicios a las víctimas 
de violencia sexual que se les pediría que se 
reúnan con un investigador cuando visitaran 
ese establecimiento, para contestar preguntas 
y facilitarles el acceso a los archivos. Durante 
el periodo de recopilación de datos (Agosto del 
2008 a Enero del 2009) se excluyó a seis es-
tablecimientos porque no brindaban atención 
in situ a las víctimas de violencia sexual, con 
lo cual quedaron 34 establecimientos de salud. 

Cuadro 1. Establecimientos de salud evaluados 
según nivel del establecimiento y país (n=3)

Nivel del 
estableci-
miento

El Salvador  Guatemala  Honduras Nicaragua

Primario
Secundario
Terciario

        5                 4                0              12
        1                  2               5               3
        0                  1               1               0

  La mayoría de los establecimientos eran de 
nivel primario (n=21) o secundario (n=11); 22 
pertenecían al sector público. La mayoría de 
los otros establecimientos eran organizaciones 
locales no gubernamentales (ONG) con amplia 
experiencia en brindar servicios a víctimas de 
violencia sexual (Cuadro 1). Todos los estable-
cimientos privados o de ONG brindaban servi-
cios sin costo y ofrecían atención a la víctima 
de violencia así como otros servicios de salud. 
Dos de los establecimientos estaban situados 
en zonas rurales (ambos en Guatemala), siete 
estaban en las cuatro capitales y el resto en 
otras zonas urbanas. 
   Se utilizó un cuestionario desarrollado por 
Troncoso et al 23 para entrevistar y obtener 
información del personal y de las historias 
clínicas del establecimiento, acerca de la de-
tección y documentación de la violencia se-
xual, examen forense, tratamiento y servicios 
de derivación que se le ofrecen a las víctimas, 
incluyendo medicamentos y exámenes para 
diagnóstico, y sobre la infraestructura y la 
dotación de personal del establecimiento. Se 
le solicitó al personal participante que eligie-
ran al azar las historias clínicas de pacientes 
tratadas en los últimos seis meses, las cuales 
fueron examinadas para ver qué información 
se documentaba. La mayoría de los estableci-
mientos pudieron proporcionar cuatro de di-
chas historias cuando les fueron solicitadas. 

Los hallazgos

Los lineamientos del sector salud para la aten-
ción de víctimas de violencia sexual fueron 
promulgadas por el Ministerio de Salud en 
El Salvador en el 2007;23 en Guatemala en el 
2006 ;24 y en Nicaragua, en el 2006. 25 Los li-
neamientos de El Salvador y de Nicaragua 
incluían además temas de violencia domésti-
ca. En Guatemala también se publicó un li-
neamiento para el tratamiento de la violencia 
doméstica en el 2008 26, el cual incluía cuida-
dos para casos de violencia sexual perpetrada 
por la pareja o por miembros de la familia. 
Honduras no contaba con políticas específicas 
del sector salud para casos de violencia sexual, 
salvo unos lineamientos de 1997 de servicios 
de salud para adolescentes en los cuales se in-
cluían los servicios que deben brindarse a ado-
lescentes víctimas de violencia sexual. 27
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	 En el Cuadro 2 se resume el contenido de 
cuatro lineamientos relativos a la violencia 
sexual. Los resultados de las evaluaciones de 

los establecimientos se resumen en el Cuadro 
3. Tres de las cuatro lineamientos, salvo en el 
caso de Honduras, hacen especial mención de 

Cuadro 2. Contenido de lineamientos para atención a víctimas de violencia sexual: Nicaragua (2006), 
Guatemala (2006), El Salvador (2007), y Honduras (1997)a

Ámbitos temáticos del lineamiento El Salvador 23 ,28 Guatemala 24,29 Nicaragua 25,30 Honduras 27

Detección y documentación del 
caso de violencia
Revisión
Indica que el PAM debe revisar los 
casos de violencia
Incluye cuestionario de revisión

Sí b

Sí

No

No

Sí b

Sí

No

No

Denuncias a las autoridades 
legales
Indica que el PAM debe denunciar VS
Indica que el PAM debe informar a las 
VVS sobre la obligación de denunciar

Sí

Sí

Sí

No

Sí c

No

Sí c

No

Registro y documentación
Indica que el PAM debe hacer 
un registro de casos de VS para 
seguimiento
Incluye formulario para registrar/
documentar casos de VS
Le indica al PAM qué elementos 
específicos incluir en la historia clínica

No

Sí

Sí

No

No

Sí

Sí

Sí

No

No

No

No

Examen forense
Indica quién es responsable de 
efectuar el examen forense

Sí No Sí No

Tratamiento, derivación y 
seguimiento
Consentimiento informado
Anticonceptivos de emergencia
Orientación sobre opciones frente al 
embarazo
Diagnóstico/prevención/ tratamiento 
de ETS
Protocolo de derivación para servicios 
médicos no disponibles en el lugar
Atención psicológica en el lugar o 
derivada
Derivación a instituciones legales/de 
justicia
Derivación a grupos de apoyo
Tiene lista de organizaciones de 
referencia
Protocolo de revisión

No
Sí
No

Sí

No

Sí

Sí

Sí
No d

Sí

Sí
Sí
No

Sí

No

Sí

Sí

No
No

No

No
No
No

No

No

Sí

Sí

No
No

No

No
Sí c

No

Sí c

No

No

Si c

Si c 

No

No

a.	 PAM= Proveedor de Atención Médica, VS= Violencia Sexual VVS= Víctima de Violencia Sexual. Las respuestas en cursivas denotan 
un cambio en los lineamientos actualizados.

b.	 Los lineamientos recomiendan revisión selectiva
c.	 Los lineamientos sólo se aplican en caso de adolescentes o niñas
Los lineamientos (solo 2007) contienen una lista de grupos de autoayuda pero no dan ninguna otra información de contacto
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los convenios sobre derechos humanos que 
obligan a los Estados a tratar el tema de la 
violencia sexual23,25,26 y, en concordancia con 
las recomendaciones de la OMS, enfatizan la 
importancia del respeto a los derechos de las 
víctimas. 23-26 Sin embargo, los lineamientos 
diferían tanto en contenido como en espe-
cificidad, y las evaluaciones de los estable-
cimientos determinaron que no habían sido 
ampliamente difundidas (solo seis de los 34 
establecimientos tenían in situ una copia es-
crita de los lineamientos, y no se estaban cum-
pliendo a cabalidad). 
  Luego de haber completado la recopilación 
de datos, se promulgaron versiones corregidas 
de los lineamientos sobre violencia sexual en 
El Salvador (2010)28, Guatemala (2009)29 y Ni-
caragua (2009)30. A continuación se describen 
los cambios principales en dichos lineamientos.

Detección y documentación de la 
violencia.

Revisión
En la práctica, menos de la mitad (n=13) de los 
establecimientos de salud evaluados en este 
estudio indicaron que examinaban a las muje-
res en casos de violencia de género, y solo dos 
usaban una herramienta específica de revisión. 
Sin embargo, los lineamientos de El Salvador y 
Nicaragua recomendaban que los proveedores 
de atención médica examinen selectivamente a 
mujeres y niños para detectar casos de violencia 
si sospechaban que alguno de ellos había sido 
victimizado.23,25 Los lineamientos de Guatemala 
para los casos de violencia doméstica también 
recomiendan la revisión selectiva, 26 pero sus 
lineamientos sobre violencia sexual no inclu-
yen recomendaciones de revisión, probable-
mente porque estos lineamientos se concentran 
en víctimas que buscan atención de emergencia 
después de una agresión sexual. 24

Denuncias ante las autoridades legales
En cada uno de los países estudiados, el de-
recho penal obliga a los proveedores de aten-
ción médica a denunciar los casos de violencia 
sexual a las autoridades locales, pero se ha-
cen excepciones en aquellos casos en que los 
proveedores de atención se sienten obligados 
a mantener la confidencialidad entre paciente 
y proveedor de atención médica.31-34 El dere-

cho penal hondureño no hace esta excepción. 
En contraste, los lineamientos del sistema de 
salud de El Salvador 23, Guatemala 24,26 y Ni-
caragua25, requieren además que los provee-
dores de atención médica denuncien los casos 
de violencia sexual a las autoridades legales 
pero sin exclusiones. Los lineamientos de Ni-
caragua plantean que los proveedores deben 
contactar a las autoridades legales cuando la 
víctima es menor de 18 años, pero no mencio-
nan si es necesario hacer la denuncia en los 
casos de víctimas adultas.

Registro de casos con fines de seguimiento
Los lineamientos de El Salvador incluyen un 
formulario específico para documentar los 
casos, pero no describen las obligaciones o 
procedimientos que deben cumplir los provee-
dores de cuidados para hacerles seguimiento.23 
Los lineamientos para casos de violencia do-
méstica de Guatemala establecen que los pro-
veedores de servicios médicos deben registrar 
los casos, 26 pero sus lineamientos sobre vio-
lencia sexual no lo hacen. 24 En contraste, los 
lineamientos de Nicaragua claramente exigen 
que los proveedores de servicios médicos re-
gistren los casos para seguimiento 25 e inclu-
yen un formulario para documentar los casos. 
	 No evaluamos específicamente si los 34 es-
tablecimientos registraban los casos de vio-
lencia sexual para hacer un seguimiento. Sin 
embargo, los informes basados en datos a ni-
vel nacional sugieren que los sistemas de se-
guimiento son poco confiables, y es probable 
que se usen poco. Por ejemplo, en El Salvador 
en el 2010, el Instituto de Medicina Legal re-
gistró 3.382 casos de agresión sexual (1.793 
casos de violación), mientras que en el mismo 
año el Ministerio de Salud registró solo 152 
casos de violencia sexual 35. La data sugiere 
discrepancias similares entre el número de ca-
sos denunciados a la justicia y los que llegan 
a instituciones del sector salud en Nicaragua 
y Guatemala 36-38 Es posible que las personas 
que buscan servicios del Instituto de Medici-
na Legal no busquen servicios de salud, y los 
mecanismos de derivación de Medicina Legal 
a los servicios de salud podrían ser inadecua-
dos. También es posible que los proveedores de 
atención médica no estén registrando los casos 
de violencia sexual debido a falta de motiva-
ción, conocimiento y/o mal uso del sistema.
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exámenes forenses, análisis de especímenes, 
y la producción de informes médico-clínicos 
para ser usados en procedimientos judiciales 
en cada uno de los cuatro países estudiados, 
han estado a cargo de los Institutos de Me-
dicina Legal gestionados por el gobierno (o 
en el caso de Honduras, el Departamento de 
Medicina Forense del Ministerio Público) des-
de siempre. Sin embargo, la ley Nicaragüense 
(2005) 39 también permite explícitamente que 
los exámenes médico-legales sean brindados 
por especialistas con certificación judicial 
aunque no sean empleados de los Institutos de 
Medicina Legal.
	 Los lineamientos de los sistemas de salud 
varían en la especificidad y claridad de sus 
instrucciones con respecto al rol del provee-
dor en la recopilación de pruebas forenses y su 
coordinación con las autoridades legales. Los 
lineamientos de Guatemala para los casos de 
violencia sexual indican que el proveedor debe 
llevar a cabo un examen físico con el “doble 
propósito de evaluar la salud del paciente y 
recopilar pruebas forenses que puedan ser usa-
das para probar cuándo, cómo y quién atacó 
a la paciente.”24 Se brindan instrucciones ex-
plícitas sobre cómo recolectar los especímenes 
forenses y se les encomienda a los proveedores 
que “mantengan la cadena de pruebas”,24 pero 
no se les informa cuándo o cómo deben ha-
cerlo ellos mismos y cómo coordinar con el 
Instituto de Medicina Legal. Los lineamientos 
de El Salvador indican que los proveedores de 
atención médica no están autorizados para re-
colectar pruebas forenses y que el Instituto de 
Medicina Legal es el responsable de hacerlo, 23 
pero tampoco en este caso se brinda informa-
ción sobre la coordinación que debe haber con 
el poder judicial, o qué hacer en caso de que 
fuera imposible para la mujer acceder a estos 
servicios. Del mismo modo, los lineamientos 
de Nicaragua plantean que un especialista fo-
rense certificado por la corte sería el respon-
sable del examen forense pero no se brinda 
ninguna información adicional. 25

	 En la práctica, los profesionales de la salud 
que fueron entrevistados durante la evaluación 
de los establecimientos indicaron que tratarían 
las necesidades médicas y psicológicas inmedia-
tas de las víctimas de violencia sexual y luego 
las derivarían al Instituto de Medicina Legal para 
el examen forense y la recolección de pruebas. 

Documentación de historias clínicas
La documentación integral de las consultas 
con las víctimas de violencia sexual por par-
te de los proveedores de atención médica es 
esencial para asegurar el cuidado apropiado y 
puede ser crucial para obtener la reparación 
jurídica. 21 Los lineamientos que existen para 
tal fin en El Salvador 23, Guatemala 24 y Nica-
ragua25 ordenan a los proveedores que obten-
gan y registren la historia clínica y que lleven 
a cabo un examen físico. En concordancia con 
las recomendaciones de la OMS, 21 estos linea-
mientos señalan que los proveedores deben 
priorizar la estabilización médica y apoyo de 
las víctimas por sobre la recolección de prue-
bas forenses 23-25 Los lineamientos de El Salva-
dor y Guatemala especifican los elementos que 
deben formar parte de la historia médica (Ej. 
un testimonio de la agresión sexual) y los pro-
cedimientos para documentar las lesiones. 23,24

  Nuestra evaluación de los establecimientos 
señaló que las historias clínicas relacionadas 
con la violencia sexual eran, en general, de 
mala calidad. Solo nueve establecimientos 
indicaron que usan un formulario específico 
para documentar los casos de violencia sexual; 
el resto usaba formularios genéricos para re-
gistrar historias clínicas o una hoja de papel 
en blanco. La mayoría de las historias clíni-
cas que fueron revisadas incluían solo infor-
mación básica sobre la paciente y les faltaban 
detalles importantes de su historia clínica (las 
medicinas que toma, una descripción de las 
heridas, tratamiento como anticonceptivos de 
emergencia, y derivación para cuidados espe-
cializados).
	 Tampoco pudimos obtener información 
confiable de los establecimientos en cuanto al 
número de mujeres que mensualmente reciben 
atención por haber padecido violencia sexual.

Examen forense
Los proveedores de atención médica se en-
cuentran en el lugar preciso para documentar 
y reunir las pruebas necesarias que permitan 
identificar a los perpetradores y demostrar en 
qué circunstancias se produjo la agresión se-
xual.21 Lineamientos de tratamiento adecuados 
deben especificar la responsabilidad que tienen 
los proveedores de documentar las historias 
de las pacientes, recopilar pruebas forenses 
y coordinar con las instituciones legales. Los 
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	 En algunas instancias, dijeron informal-
mente que preferían derivar a las víctimas de 
violencia sexual al Instituto de Medicina Legal 
para el examen forense antes de llevar a cabo 
el examen ellos mismos, porque deseaban evi-
tar el riesgo de contaminar las pruebas foren-
ses o de verse implicados en lo más mínimo en 
el proceso judicial. Solo tres establecimientos 
pudieron brindar servicios forenses en el lugar, 
porque contaban con doctores que tenían cer-
tificación judicial. 

Tratamiento, derivación y la atención 
post-hospitalaria 

Existen grandes variaciones en cuanto a la ex-
haustividad del contenido de los lineamientos 
con relación al tratamiento médico, derivación 
y la atención post-hospitalaria. En Honduras, 
los lineamientos se limitaban a una simple 
lista de servicios que deberían brindarse a las 
adolescentes víctimas de violencia sexual. 27 
En contraste, los lineamientos de El Salvador, 
23 Guatemala 24 y Nicaragua 25 eran más deta-
llados y enfatizaban que los proveedores de 
atención médica deben estar apropiadamente 
capacitados y respetar los derechos de las víc-
timas. 
	 Los 34 establecimientos que fueron eva-
luados contaban por lo menos con un doctor 
entre su personal, y la mayoría empleaba por 
lo menos a una enfermera (88%) y/o psicólo-
ga (68%). La mayoría contaba con un espacio 
apropiado con privacidad auditiva (76%) y vi-
sual (79%) pero solo el 47% contaba con ser-
vicios higiénicos adecuados. En general, había 
una mejor infraestructura para examinar a las 
pacientes, en los establecimientos privados o 
de ONG, en comparación con establecimientos 
públicos.

Tratamiento
Con respecto al tratamiento médico, los linea-
mientos de Nicaragua indicaban que en general 
los proveedores deben atender las requerimien-
tos de salud de las víctimas incluyendo sus ne-
cesidades psicológicas25, mientras que los linea-
mientos de Guatemala y El Salvador contaban 
con instrucciones explícitas para examinar a 
las víctimas; tratar las lesiones; hacer pruebas 
de embarazo y suministrar anticonceptivos de 
emergencia; así como de realizar las pruebas 

Cuadro 3. Servicios disponibles para las víctimas de 
violencia sexual en los establecimientos de salud 
públicos y privados evaluados. (n=34)

Público
(n=22)

Privado 
(n=12)

Detección y documentación de 
la violencia 
Lineamientos del servicio en el 
lugar
Revisión para determinar un caso 
de violencia
Formulario específico para 
documentar el tratamiento 
brindado

4

7

6

2

6

3

Examen forense
Especialistas forenses en el 
personal del establecimiento

2 1

Tratamiento, derivación y la 
atención post-hospitalaria 
Medicamentos disponibles
Analgésicos
Anticonceptivos de emergencia*
Antibióticos para el tratamiento de 
STI profilaxis
Vacuna contra la Hepatitis B
Profilaxis para VIH
Exámenes de diagnóstico 
disponibles
Embarazo
Clamidia
Gonorrea
Hepatitis B
VIH
Sífilis
Trichonomas vaginalis
Orientación disponible
Consulta de apoyo emocional 
durante la consulta
Orientación/Asistencia psicológica
Orientación/asistencia legal

20
11
22

1
10

18
3

13
5

18
17
14

14

11
0

11
9
8

0
3

5
3
7
1
6
7
7

10

10
9

Personal del Establecimiento
Enfermera
Psicólogo
Trabajador Social

21
13
12

9
10
4

Infraestructura
Privacidad sonora
Privacidad visual
Batas para cubrirse disponibles
Servicios de laboratorio in-situ 
para procesar los exámenes de 
diagnóstico

14
15
14
17

12
12
11
10
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y brindar el tratamiento para ETS/VIH y apo-
yo psicológico. Los lineamientos de Guatemala 
también aconsejan obtener el consentimiento 
informado de las víctimas para los exámenes 
y el tratamiento.24 Ninguno de los lineamientos 
mencionaba opciones para las mujeres que que-
dan embarazadas como resultado de una viola-
ción, y ninguno de los países permitía el aborto 
legal por este motivo.
	 La mayoría de los 34 establecimientos te-
nían analgésicos y antibióticos disponibles en 
el lugar, pero solo el 59% contaba con anti-
conceptivos de emergencia. Muy pocos esta-
blecimientos tenían vacunas para la Hepatitis 
B (3%) o profilaxis para VIH (38%) y solo el 
68% dijo tener pruebas de embarazo disponi-
bles (Cuadro 3).

Derivación
Si las víctimas de violencia sexual buscan 
atención en un establecimiento que no les 
puede brindar atención integral, dicho estable-
cimiento debe derivarlas a uno que sí lo pueda 
hacer. Los lineamientos de El Salvador solo se 

aplican a hospitales secundarios y terciarios, 
pues son los que pueden tener la capacidad 
de brindar atención integral. No se encontró 
nada que se aplicara a los establecimientos de 
atención primaria. Los lineamientos de Nicara-
gua y de Guatemala señalan que las víctimas 
deben ser derivadas para que reciban atención 
especializada pero no establecen un protoco-
lo específico para dicha derivación. Todos los 
lineamientos mencionan la importancia de 
la derivación para el apoyo psicológico, los 
servicios sociales y el apoyo legal en forma 
continua. En concordancia con las recomen-
daciones de la OMS, los lineamientos de Ni-
caragua y de Guatemala (2006) recomiendan 
además que los establecimientos tengan una 
lista de contacto de las organizaciones locales 
a las cuales pueden ser derivadas las víctimas 
para recibir estos servicios 24,25 Sin embargo, 
solo 62% de los 34 establecimientos evaluados 
indicaron que derivaban los casos o les brin-
daban en su local los servicios de consejería 
y apoyo psicosocial, en tanto que solo 26% 
brindaban servicios legales in situ o derivaban 

Clínica para mujeres víctimas de violencia familiar, INAMUJER (Instituto Nacional de la Mujer), 
Caracas, Venezuela
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a servicios legales externos; todos estos eran 
establecimientos de ONG del sector privado 
(Cuadro 3).

Atención post-hospitalaria 
Todos los lineamientos especificaban que los 
proveedores deben disponer lo necesario para 
brindar atención post-hospitalaria, pero solo 
los lineamientos de El Salvador hacían men-
ción específica de la necesidad de que las víc-
timas tuvieran citas una vez por semana para 
chequeos de seguimiento con el mismo pro-
veedor que las evaluó en un principio.23

Discusión

Desde principios del 2009, cuando se completó 
este estudio, los lineamientos del sector salud 
para el tratamiento de víctimas de la violen-
cia sexual se han revisado y actualizado en El 
Salvador (2010) 28* Guatemala (2009) 29 y Ni-
caragua (2009). 30 El UNFPA le está brindando 
asistencia técnica a la Secretaría de Salud de 
Honduras para que desarrolle y pruebe nuevos 
lineamientos pasa casos de violencia sexual. 40

	 El Cuadro 2 identifica las áreas temáticas 
donde estos nuevos lineamientos difieren de los 
lineamientos en uso cuando se recopila infor-
mación (en cursivas). En general, estos linea-
mientos se han fortalecido en lo que respecta 
a la documentación, la derivación y el segui-
miento. En particular, los tres lineamientos 
ahora describen claramente los procedimientos 
de documentación y los protocolos de deriva-
ción para establecimientos de atención prima-
ria, e incluyen instrucciones específicas para 
la atención post-hospitalaria. Los lineamientos 
actualizados de Nicaragua también incluyen 
instrucciones integrales sobre si se deben reco-
lectar pruebas forenses y cuándo hacerlo30. 
	 Los resultados de nuestra investigación brin-
dan un panorama actual de las condiciones en 
que se brinda el servicio en un pequeño grupo 
de establecimientos que fueron seleccionados 
al azar, y nuestras conclusiones no pueden ser 
generalizadas al interior de cada uno los paí-
ses ni a todos ellos. Solo dos establecimien-
tos se encontraban en zonas rurales donde el 

*	 Los nuevos lineamientos de El Salvador se aplican a 
todos los establecimientos de salud, no sólo a los hos-
pitales secundarios y terciarios. 

acceso a servicios psicosociales y legales era 
probablemente muy limitado. No hemos exa-
minado ni la capacitación de los proveedores, 
ni sus actitudes o prácticas. Tampoco hemos 
examinado las perspectivas de las víctimas de 
violencia sexual que recibieron el servicio ni 
tampoco las barreras para el acceso a la aten-
ción. Además, nos fue imposible obtener es-
tadísticas de los casos o los tipos de servicios 
que se brindan en la práctica a las víctimas de 
violencia sexual en los establecimientos que 
evaluamos.
	 A pesar de estas limitaciones, este estudio 
muestra el compromiso por parte de los go-
biernos de cuatro países centroamericanos y 
de la sociedad civil para desarrollar políticas 
en el sector salud que apoyen la prestación de 
atención médica a las víctimas de violencia 
sexual. Los cuatro países que estudiamos tie-
nen ya, o están desarrollando, protocolos para 
el tratamiento de víctimas de violencia sexual 
con algunas diferencias en sus disposiciones. 
	 Sin embargo, la data de la región sugiere que 
solo un pequeño porcentaje de las mujeres que 
sufren violencia sexual busca atención, debido 
a barreras tales como la falta de confianza en 
las autoridades gubernamentales.2-6 El desafío 
que encaran estos países es el de transformar 
la teoría en práctica. En particular, las autori-
dades sanitarias de cada país deben garantizar 
que las políticas se difundan adecuadamente, 
que los proveedores estén adecuadamente ca-
pacitados para implementarlas, que haya re-
cursos disponibles para equipar los estableci-
mientos y que su implementación se ponga en 
marcha, se monitoree y sea evaluada.
	 Los actores del sector salud, del sector judi-
cial y del sector civil también deben compro-
meterse también con el proceso de implemen-
tación para asegurar una respuesta coordinada. 
Dentro de sector salud, los administradores y 
proveedores deben brindar la capacitación y 
los recursos que permitan su implementación.

Recomendaciones

Aunque los lineamientos del sector salud en 
general recomendaban algún tipo de examen 
en los casos de violencia sexual, las prácticas 
de revisión fueron inconsistentes.
	 Las revisiones de rutina para agresiones 
sexuales pueden identificar y brindar ayuda 
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a víctimas que de otro modo no admitirían 
haber sido victimizadas. Sin embargo, los in-
vestigadores han advertido que las revisiones 
de rutina pueden ser más perjudiciales que 
beneficiosas si no se cuenta con los recursos 
para lograr una respuesta y/o si los provee-
dores responden inapropiadamente frente a 
una denuncia.41 A medida que se empiezan a 
implementar las políticas en estos países, las 
autoridades sanitarias deben tomar medidas 
para asegurar que los riesgos asociados con la 
revisión sean bajos y resolver toda duda por 
parte de los proveedores que pueda ser un im-
pedimento para la revisión (ej. que la revisión 
pueda tomar demasiado tiempo o causar que 
se vean implicados en un proceso legal engo-
rroso y complicado).41

	 El requerimiento de que los proveedores de-
nuncien los casos de violencia sexual a las au-
toridades legales puede vulnerar el derecho a 
la privacidad de las mujeres, en caso que ellas 
no deseen que el ataque sea denunciado. Los 
lineamientos actuales en los cuatro países no 
brindan instrucciones específicas para obte-
ner el permiso y/o abstención por parte de las 
víctimas para preservar la confidencialidad. 
Quienes proponen la denuncia obligatoria ar-
gumentan que ayudará a prevenir la violencia 
sexual al generar la imputabilidad del atacan-
te, mientras que quienes se oponen dicen que 
violar el derecho a la privacidad, puede ge-
nerar más violencia y disuadir a quienes bus-
can ayuda. Las investigaciones futuras deben 
analizar los riesgos potenciales. Los legislado-
res podrían considerar adoptar protocolos de 
denuncia anónima, en los cuales se priorice la 
atención médica y la recopilación de pruebas, 
pero no necesariamente la investigación de to-
dos los casos.42

	 Nuestros resultados sugieren enfáticamente 
que las políticas y sistemas para registrar casos 

de violencia sexual deben fortalecerse. La do-
cumentación de los casos de violencia sexual 
es parte vital de los esfuerzos para comprender 
la magnitud del problema y monitorear y eva-
luar los esfuerzos de prevención; sin embar-
go, Nicaragua es el único país estudiado que 
claramente establece la necesidad de registrar 
los casos para propósitos de seguimiento. La 
data disponible sugiere que existe una gran 
discrepancia en la región en cuanto al número 
de casos registrados por las instituciones del 
sistema legal y del sistema de salud.35-38

	 Finalmente, las políticas deben indicar con 
mayor claridad los roles y responsabilidades 
de los proveedores de atención médica y de los 
investigadores forenses en la recopilación de 
pruebas forenses. Nuestros hallazgos indican 
que los componentes de la atención médica y 
médico-legal se brindan a menudo en momen-
tos distintos, lugares distintos y por personas 
distintas. Como señala la OMS: esto es a la vez 
ineficiente y oneroso para las víctimas27. Hay 
buenos ejemplos de cómo se brinda una serie de 
servicios para víctimas de violencia sexual (in-
cluyendo servicios forenses) en un solo lugar, lo 
cual, si se replicara, podría hacer que más muje-
res se animen a buscar atención y apoyo (ej. el 
modelo para Exámenes a cargo de Enfermeras 
en casos de Agresiones Sexuales, y los Equipos 
de Respuesta a Agresiones Sexuales).43
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